Resumen
En los últimos años, la demanda de biocombustibles en el sector del transporte ha aumentado de manera considerable en muchos países, fomentada por políticas públicas para la promoción de las energías renovables. Los biocombustibles más comunes son el etanol (procedente de la fermentación biológica de biomasa rica en almidón o azúcar) y el biodiesel (procedente de la transesterificación de aceites o grasas). La promoción de estos combustibles alternativos se basa en dos factores fundamentales, combatir el cambio climático y contribuir a la seguridad energética. En la Unión Europea (UE), la Directiva 2009/28/EC establece un objetivo del 10% para el uso de energías renovables en el sector del transporte de los Estados Miembro en 2020, con el fin de reducir los gases de efecto invernadero (GEI). Es por esto que también se conoce como Directiva de las Energías Renovables (RED, según las siglas en inglés). Esta coyuntura política ha llevado a una fuerte expansión del sector de los biocombustibles desde el año 2000, en especial el del biodiesel. Sin embargo, en los últimos años, el aumento en las importaciones tanto de biocombustibles como de materias primas para su producción ha puesto en duda la independencia energética de la UE. Además, se ha empezado a cuestionar la idoneidad de los biocombustibles para cumplir con los objetivos climáticos. Esto surge de la evidencia del cambio en el uso del suelo (LUC, según las siglas en inglés) acontecido a escala global con el auge de los biocombustibles, ya que los cultivos energéticos se han expandido en regiones con grandes reservas de carbono y/o de alto valor biológico. Como resultado, las políticas de biocombustibles han ido incorporando distintas consideraciones ambientales. En particular, en la UE, éstas se basan en una serie de umbrales crecientes de reducción de GEI a partir de 2013, en combinación con categorías de uso del suelo no admitidas para la expansión de los cultivos energéticos. El objetivo último es promover únicamente el uso de biocarburantes que conlleven un ahorro sustancial de GEI, mediante el cálculo de las emisiones totales desde la producción de la materia prima hasta el uso final del combustible en base a la metodología de Análisis de Ciclo de Vida (ACV).
Las políticas públicas suelen distinguir entre biocombustibles de primera generación (BPG) y biocombustibles de segunda y tercera generación, también conocidos como biocombustibles avanzados. Mientras que los primeros se producen a partir de cultivos agrícolas, los segundos se fabrican a partir de residuos o material celulósico y lignocelulósico no alimentario, y los terceros de organismos acuáticos autótrofos (por ejemplo, algas). Los BPG causan generalmente mayores impactos ambientales debido a las prácticas agrícolas; incluso pueden requerir la conversión de tierras para el cultivo de la materia prima bioenergética, con el consiguiente cambio en las existencias de carbono en el suelo y la biomasa (conocido como LUC directo). En base a esto, la RED propone un sistema de doble conteo para los biocarburantes de segunda generación. Además, cada vez está más aceptada la existencia de efectos indirectos, ya que los BPG generalmente provienen de biomasa comestible, compitiendo con otras materias primas por las tierras de cultivo existentes. Al desplazar los usos previos, los cultivos afectados son susceptibles de ser producidos en otros lugares para satisfacer la demanda mundial. En última instancia, esto genera un cambio indirecto del uso de la tierra (ILUC, según las siglas en inglés), con las emisiones de GEI asociadas. La Comisión Europea (CE) ha hecho una nueva propuesta en materia de biocombustibles a fin de tener en cuenta estas emisiones por ILUC, la cual ha generado un intenso debate, ya que no hay una metodología consensuada para su cuantificación. Este fenómeno es el resultado de cambios mundiales en los patrones de cultivo en respuesta a los cambios en los precios de los bienes agrícolas y, por lo tanto, está sujeto a las fuerzas del mercado y es difícil de predecir.
El objetivo de la presente tesis ha sido analizar los efectos ambientales del consumo de biodiesel en el sector del transporte español, en cumplimiento de las políticas europeas más recientes en materia de biocombustibles y cambio climático. Con este fin, se han analizado diferentes sistemas de producción de biodiesel en el contexto español, aplicando las distintas metodologías disponibles bajo una perspectiva del ciclo de vida; ello ha dado lugar a diferentes casos de estudio. No sólo se han tenido en cuenta consideraciones ambientales, sino también económicas, con el objetivo de aportar nuevos datos en la evaluación de cuestiones controvertidas que afectan el comportamiento ambiental de los biocarburantes, como la incertidumbre, la multifuncionalidad o los efectos indirectos.
En primer lugar, se han evaluado los beneficios ambientales y económicos derivados de un proceso integrado para la producción de biodiesel a partir de aceite de cocina usado (ACU). Dicho sistema, desarrollado por una iniciativa europea LIFE denominada “proyecto Integral-b”, propone hacer una gestión conjunta de los residuos sólidos orgánicos (RSO) y ACU de restaurantes y catering en España mediante digestión anaeróbica y transesterificación, respectivamente. Aunque podría implementarse para mejorar la viabilidad de las plantas de biodiesel, el Integral-b se ha abordado como un sistema de gestión de residuos, el objetivo principal del cual es proporcionar un tratamiento adecuado para los residuos orgánicos de la hostelería, además de producir biodiesel. En concreto, el sistema Integral-b incorpora un digestor anaeróbico (DA) y un motor de cogeneración en la misma planta de biodiesel, proporcionando energía térmica y eléctrica, lo que mejora la eficiencia energética del proceso. El motor de cogeneración, especialmente adaptado para utilizar glicerina como combustible (además de biogás), permite valorizar el excedente de glicerina procedente de la transesterificación; este coproducto se está convirtiendo en un residuo a tratar (con el correspondiente coste) a medida que crece la producción mundial de biodiesel. La electricidad producida se vierte a la red mientras que el lodo del DA se vende con fines agronómicos. Con ello se espera aumentar el beneficio económico de las plantas de biodiesel.

Para poder analizar conjuntamente los resultados del análisis ambiental y financiero, se requiere que ambos compartan la misma unidad funcional (UF). La UF se ha definido pues como la gestión de la cantidad de ACU y RSO de hostelería producida per cápita durante un año en España. El análisis del comportamiento ambiental se ha llevado a cabo en la sección 3.1, mediante el ACV atribucional. Dado que el sistema Integral-b es, por definición, multifuncional, han de tenerse en cuenta las cargas ambientales generadas por los coproductos. En este caso, se ha elegido la expansión del sistema para comparar el sistema propuesto (escenario A) con un sistema de referencia que consiste en las opciones de gestión vigentes en España para el mismo tipo de residuos (escenario B). Así pues, se han sustraído las funciones indirectas de cada uno de los escenarios (método de sustitución), lo que causa cargas evitadas. Concretamente, se ha considerado que la electricidad de cogeneración en el escenario A evita la producción de otros tipos de electricidad más convencionales, mientras que el excedente de glicerina en el escenario B se usa para fines industriales. Como la elección de los procesos evitados puede tener una gran influencia en los resultados ambientales, la incertidumbre debido a estos supuestos metodológicos ha sido convenientemente evaluada. Se han abordado dos opciones para la estimación de los créditos ambientales de la glicerina en el escenario B: el desplazamiento de glicerina sintética o de propilenglicol, con relaciones de sustitución diferentes. Del mismo modo, se ha considerado que la electricidad de cogeneración en el escenario A puede sustituir a electricidad procedente del mix español o de energía eólica. Por último, se ha tenido en cuenta en la definición de la UF la disponibilidad actual de ACU en España y la potencial. Esto ha dado lugar a ocho formulaciones con las que estudiar la diferencia en impactos escenario B-escenario A.
Cuando la UF representa los niveles actuales de ACU (80.000 t/a), el escenario A proporciona mejores resultados que el escenario B en la mayoría de las categorías de impacto y formulaciones analizadas. Esto se debe principalmente a las cargas evitadas por los coproductos, especialmente cuando la electricidad de cogeneración sustituye a la electricidad del mix. En general, remplazar propilenglicol supone mayores beneficios ambientales a pesar de la menor relación de sustitución. El considerar los niveles potenciales de recogida de ACU (300.000 t/a), no supone beneficios ambientales notables para el escenario A. De hecho, el escenario B resulta preferible en la mitad de los casos. Esto es debido a la mayor producción de glicerina en la transesterificación, que beneficia claramente al escenario B bajo los supuestos realizados en cuanto a cargas evitadas. El calentamiento global (CG) y la formación de ozono fotoquímico son las únicas categorías en las que los resultados favorecen claramente al sistema Integral-b en todas las formulaciones. El método de Monte Carlo ha permitido evaluar la incertidumbre de los resultados debida a la variabilidad en los datos de inventario y ha demostrado que sólo es relevante en aquellas formulaciones en que la distribución de probabilidad del impacto diferencial (escenario B-escenario A) muestra valores positivos y negativos. Para estos casos, se ha desarrollado un análisis de discernibilidad, lo que ha permitido concluir que la incertidumbre en los parámetros no es tan crítica como la debida a los supuestos realizados en la definición de escenarios. Gracias a esto, se puede estar más seguro de que los impactos están dentro del rango obtenido, a pesar de que no se puede concluir que el escenario A sea mejor que el escenario B. Las distintas opciones respecto a los créditos ambientales de los coproductos no son, en sí mismas, oportunidades de reducción de los impactos del proceso Integral-b, ya que derivan de la aplicación de la metodología del ACV y no son ciertas, sino probables, en función del contexto. Sin embargo, la realización de un análisis de escenarios que capture los posibles resultados del ACV en función de estas opciones facilita la interpretación de los resultados y es útil para la toma de decisiones.
El estudio combinado de la viabilidad económica y el impacto ambiental del proceso Integral-b es un prerrequisito para una comprensión más completa de su sostenibilidad. Por lo tanto, los beneficios generados por la UF en los dos escenarios definidos en la sección 3.1 se han calculado posteriormente en la sección 3.2 desde un punto de vista financiero. Se ha aplicado el cálculo del Coste del Ciclo de Vida, considerando que los coproductos generan ingresos en el sistema en el que son producidos, en consonancia con la expansión del sistema (sustitución) en el ACV atribucional. No obstante, los precios de los coproductos están sujetos a gran incertidumbre, ya que vienen determinados por el mercado y las empresas son precio-aceptantes. Además, el precio de venta de la electricidad generada a partir de la gestión de residuos, cogeneración y fuentes renovables está determinado por las regulaciones del mercado, que han cambiado recientemente en España. Se han definido cuatro formulaciones diferentes para evaluar los beneficios diferenciales del escenario B-escenario A, considerando dos sistemas tarifarios (de 2012 y 2014) y dos niveles de disponibilidad de ACU (actual y potencial). Los beneficios en los escenarios A y B por separado son negativos (entre -2,27 y -6,29 €/UF). El escenario A genera beneficios más bajos en todas las formulaciones, a pesar de aumentar los ingresos; esto se debe a los mayores costes, derivados mayoritariamente de la recogida de RSO. El nuevo sistema de tarifas eléctricas perjudica  al Integral-b, ya que los precios de la electricidad están menos subsidiados y los beneficios totales del escenario A dependen en gran medida de la venta de este coproducto; por esta razón, la formulación que considera los niveles más bajos de recogida de ACU y las tarifas de 2014 ofrece beneficios más bajos. El aumento en la disponibilidad de ACU beneficia a los dos escenarios de forma similar, pero el cambio en las tarifas eléctricas no es neutral, ya que afecta a los beneficios de los dos escenarios de forma diferente dependiendo de la cantidad de electricidad producida y la fuente (por ejemplo, cogeneración o incineración). El análisis de incertidumbre mediante la simulación de Monte Carlo, esta vez incluyendo parámetros técnicos y precios, refuerza la solidez del análisis comparativo, aunque demuestra que existe cierta probabilidad de que el escenario A genere mayores beneficios que el B. La probabilidad más alta (20,4%) se ha encontrado para aquellos escenarios que consideran una mayor disponibilidad de ACU y las tarifas eléctricas de 2012. El análisis de sensibilidad ha permitido identificar los parámetros clave para la optimización económica del proceso (por ejemplo, el coste de recogida de RSO, el rendimiento de la cogeneración, etc.).

Finalmente, se ha evaluado la relación existente entre los resultados ambientales y económicos, midiendo el cambio en el beneficio que implica la reducción de los impactos ambientales por la elección de una opción de tratamiento de residuos u otra. Se puede concluir que los impactos ambientales podrían reducirse sustancialmente al optar por el sistema Integral-b a escala municipal, a pesar del  nuevo sistema de tarifas eléctricas, si bien esto ocurriría a expensas de los beneficios generados. Debe tenerse en cuenta que, desde la perspectiva de un productor de biodiesel que no es responsable de los costes de la recogida de RSO, el proceso Integral-b podría ocasionar beneficios positivos, además de reducir los impactos respecto al escenario de referencia. Sin embargo, la incertidumbre en las regulaciones de la electricidad se convierte en un obstáculo para llevar a cabo este tipo de proyectos a nivel industrial.

En las siguientes secciones, se ha aplicado el ACV a distintos sistemas cuya principal función es la de producir biodiesel. En vista de las limitaciones del enfoque atribucional para medir los efectos indirectos, se ha identificado el ACV consecuencial como la metodología a aplicar para medir el ILUC de los biocombustibles. Existen diferentes enfoques para la realización de un ACV consecuencial y todos ellos requieren la aplicación de conceptos económicos; las metodologías empleadas a continuación difieren en su capacidad para capturar las respuestas mediadas por el mercado. Estas metodologías permiten estimar y comparar los principales impactos ambientales asociados a los procesos de producción de biodiesel considerados.

La sección 3.3 compara ambientalmente dos posibles vías de obtención de biodiesel para el sector del transporte español, incluyendo el ILUC, basándose en la expansión del sistema para el ACV consecuencial. Se han definido dos escenarios: el escenario 1, en el que 1 MJ de biodiesel de soja se importa de Argentina, opción prevalente en el período 2010-2013; y el escenario 2, en el que 1 MJ de biodiesel de ACU se fabrica en España. La expansión del sistema consiste en incluir las funciones adicionales desempeñadas por los coproductos, asumiendo que los efectos indirectos surgen de las interacciones de éstos con otros ciclos de vida en el mercado internacional, ceteris paribus. Esto requiere una observación de los mercados involucrados para identificar a los proveedores marginales de los principales coproductos, que son los que se verían más afectados  por un cambio en la demanda de la UF. Las cantidades marginales de cada coproducto (harinas proteicas y aceites vegetales) se han estimado mediante un cálculo iterativo. En el escenario 1, la expansión en la producción de biodiesel de soja en Argentina provoca una reducción del aceite de soja disponible en el mercado internacional, que debe ser compensada con un aumento en la producción de aceite de palma en Malasia (25,27 g), el proveedor marginal; esto implica, a su vez, una disminución en la producción de harina de soja en Brasil (3,44 g). En el escenario 2, las interacciones en el mercado global de los aceites vegetales llevan a cambios en la dirección opuesta: la utilización del ACU disponible en España reduce la necesidad de importar aceite del proveedor marginal: la producción de aceite de palma caería en Malasia (26,31 g), mientras que la producción de harina de soja aumentaría en Brasil (3,58 g).

Cuando no se consideran las emisiones de LUC, el biodiesel de ACU español reduce los impactos respecto al biodiesel importado de Argentina en todas las categorías analizadas, excepto CG. En este caso, el impacto es 138,9% más bajo en el escenario 1, principalmente debido a la absorción de CO2 durante el cultivo de la soja en Argentina y la palma en Malasia. Para no subestimar las consecuencias ambientales negativas, se han incluido las emisiones de GEI procedentes de LUC en cada país, siguiendo las directrices del IPCC. Como resultado, el escenario 2 causa una reducción respecto al escenario 1 de entre el 49,0% y 112,9% en todas las categorías de impacto. En cuanto al LUC, además de la transformación en Argentina (+8,75·10-2 m2), el escenario 1 conduce a deforestación en Malasia (+1,86·10-3 m2) y contracción de la superficie agraria en Brasil (-1,73·10-2 m2), a raíz de las respuestas mediadas por el mercado. Como efectos secundarios, se pierde parte de las reservas de carbono: el LUC directo en Argentina libera 1137,5 g de CO2 a la atmósfera, mientras que el ILUC total genera 87,3 g de CO2 adicional. En el escenario 2, el LUC neto se estima en 1,61·10-2 m2 (más de 5 veces menos que en el escenario 1), que procede íntegramente de ILUC en Malasia (-1,94·10-3 m2) y Brasil (+1,80·10-2 m2). Como consecuencia, se absorben 230,6 g de CO2 y se liberan 139,4 g de CO2, respectivamente. En este caso, las respuestas mediadas por el mercado incluso mejoran el perfil ambiental del sistema de biodiesel de ACU y el escenario 2 genera una absorción total de 28,6 g de CO2-eq., 1092,3 g menos que el escenario 1. Los resultados muestran que la utilización de biodiesel de ACU en España para cumplir con los objetivos de la UE supone grandes beneficios ambientales, en comparación con el uso de biodiesel de soja importado de Argentina. La simulación de Monte Carlo refuerza nuevamente la confianza en la evaluación comparativa.

En vista de la larga crisis en el sector del biodiesel español, la sección 3.4 establece un marco operativo para optimizar toda la cadena de producción, permitiendo hallar la combinación óptima de materia prima de acuerdo a criterios medioambientales y económicos. Para ello se propone un modelo de programación matemática basado en la capacidad nominal del sector, hoy en día infrautilizada, con el fin de proteger las inversiones existentes. Se parte del supuesto de que la totalidad de la demanda proyectada para 2020 se satisface con la producción nacional de biodiesel. El modelo permite, además de la maximización del excedente de todos los actores involucrados, realizar simultáneamente un ACV que incluya las emisiones de LUC directo, con el objetivo de detectar si los objetivos de reducción de GEI establecidos por la RED son compatibles con otros beneficios ambientales. La UF es la producción de 2,58 Mt de biodiesel a partir de materias primas tanto importadas como nacionales. Se ha modelizado con el Sistema General de Modelado Algebraico (GAMS) tanto la industria del biodiesel como el sector agrícola en España en un entorno multisectorial. La optimización conjunta de los módulos agrícola e industrial da como resultado la combinación de aceites óptima dada la configuración del sector, junto con el suministro óptimo de biomasa de la agricultura española. La producción industrial está definida por una función escalonada, basada en la capacidad existente e información de costes. El módulo agrícola está constituido por ecuaciones que capturan la disponibilidad de recursos, principales rotaciones, políticas y cuotas con el fin de representar las diferencias regionales. Para medir las emisiones directas (e indirectas) de GEI originadas como consecuencia de una expansión de la demanda industrial de semillas oleaginosas, se requiere una representación detallada del suministro de biomasa del país.

Se han propuesto cuatro escenarios con el fin de analizar la repercusión de distintos condicionantes normativos en términos de beneficio económico y ambiental. En particular, se han simulado los umbrales crecientes de reducción de GEI impuestos por la RED y dos precios para el biodiesel de ACU, uno que representa el actual precio de mercado en España y otro que se corresponde con el sistema de doble conteo. Además, se han definido diferentes factores de emisión de CO2 por LUC directo en el caso de los aceites vegetales crudos de importación; cada uno de ellos se corresponde con un ecosistema potencialmente convertible en cultivos oleaginosos en Argentina, Brasil y el Sudeste Asiático. La mezcla óptima de aceite para el sector depende en gran medida de estas suposiciones con respecto al LUC en los países de origen. Como cabía esperar, el aumento de los umbrales de reducción de GEI implica un mayor uso de ACU y semillas oleaginosas autóctonas, que representarían hasta un 97,1% del mix. Al mismo tiempo, se evita la deforestación de ecosistemas ricos en carbono, siendo la única excepción la sabana del Cerrado en Brasil, que podría llegar a proporcionar el 7,3% del aceite necesario incluso con el requisito de reducción del 60%. La aplicación del doble conteo llevaría a las plantas con tecnología de segunda generación a trabajar a plena capacidad, contribuyendo a la rentabilidad del sector. Todo esto ofrece además otros beneficios ambientales. En concreto, los escenarios que consideran los criterios de sostenibilidad de la RED reducen los impactos de acidificación, eutrofización y ecotoxicidad acuática entre el 44,6% y el 92,6% respecto al escenario sin doble conteo ni limitación de GEI. Para un umbral de reducción de GEI dado, las emisiones asociadas a estas otras categorías de impacto aumentan drásticamente al incrementar-se la presencia de aceites vegetales importados en el mix. El aumento de los umbrales de GEI conlleva a su vez un mayor excedente a lo largo de la cadena de producción, ya que impulsa el uso de aceites nacionales, aunque la etapa de transesterificación siga sin resultar rentable para las plantas de primera generación y las de ACU de menor capacidad. Uno de los puntos fuertes de este modelo es que permite estimar por separado las emisiones directas e indirectas (no sólo de CO2) del biodiesel de colza y de girasol producido en España. Al incluir las emisiones de ILUC, el ahorro de GEI se reduce al 29% y 36% para el biodiesel de colza y girasol, respectivamente, con lo que no cumpliría con los futuros umbrales de la RED, a menos que estos aceites se mezclen con otros de menor impacto. De este modo, la herramienta propuesta permite evaluar las implicaciones ambientales y económicas de diferentes condicionantes de sostenibilidad en el contexto español.

Por último, en la sección 3.5, se ha aplicado un modelo de Equilibrio General Computable (EGC), conocido como Global Trade Analysis Project (GTAP), al análisis de las consecuencias ambientales globales (en términos de emisiones de GEI y LUC) de un aumento en la demanda de biodiesel en la UE para cumplir con la RED, aunque no se han tenido en cuenta los criterios de reducción de GEI. Sin embargo, sí se han considerado las medidas adoptadas recientemente y que afectan al mercado de los biocombustibles, a saber, el límite sobre el consumo de BPG y los derechos antidumping sobre las importaciones de biodiesel de Argentina e Indonesia, añadidos a los ya existentes sobre las importaciones estadounidenses. Los efectos mundiales de un incremento del consumo en el sector del transporte español no podrían abordarse mediante el modelo GTAP. Con el objeto de analizar las respuestas en profundidad, las principales importaciones de biodiesel en la UE se han actualizado en la base de datos. El incremento del consumo de biodiesel proyectado para 2020 y el consiguiente aumento en los precios del biodiesel importado han sido simulados como shocks exógenos, dando lugar a dos experimentos bajo un enfoque estático: uno teniendo en cuenta el efecto del mandato de mezcla de forma aislada y otro en combinación con las medidas antidumping. Se ha empleado la versión GTAP-BIO del modelo estándar, que representa la economía mundial en 2004. Esta última versión desagrega el biodiesel en biodiesel de soja, colza, palma y biodiesel fabricado a partir de otras materias primas. El módulo de usos de la tierra permite modelizar la competencia entre cultivos tradicionales y energéticos en diferentes zonas agroecológicas (ZAE), en base a observaciones históricas correspondientes al período 2004-2010, cuando tuvo lugar la expansión más acusada de los cultivos energéticos en todo el mundo. A la conversión en cada ZAE se le asigna un factor de emisión de CO2, según estimaciones del California Air Resources Board.

Los resultados muestran que las importaciones de biodiesel aumentan en la UE a pesar de las medidas antidumping, debido a la enorme expansión de la demanda interna, sobre todo de biodiesel de palma. Los productores europeos de biodiesel salen beneficiados igualmente, especialmente aquellos que producen biodiesel de colza y también de palma (gracias a las importaciones de aceite). Como consecuencia del shock en la demanda de biodiesel en la UE (en combinación con los derechos antidumping), se generarían alrededor de 35,8 g de CO2/MJ, un 35% menos que el valor por defecto en la nueva propuesta de la CE (55 g de CO2/MJ). Esto demuestra que limitar la cuota de mercado de los BPG puede ser una forma efectiva de reducir las emisiones indirectas de GEI atribuidas al biodiesel consumido en la UE, aunque el ILUC sigue siendo un motivo de preocupación. Se espera que el LUC ocurra a escala global, en países no necesariamente involucrados en el comercio de biodiesel con la UE, ya que surge de las interacciones con los mercados de alimentos y piensos. La tierra en producción agrícola se expandiría por un total de 3,32 Mha, principalmente en regiones como el África Subsahariana, Brasil y resto de Sudamérica, o los Estados Unidos, mientras que sólo el 7,5% tendría lugar en la UE. Aunque la estimación de ILUC está sujeta a gran incertidumbre, lo que complica su incorporación en políticas públicas, estos resultados deben servir para reforzar el compromiso de la CE en cuantificarlo y controlarlo. De hecho, la incertidumbre es inherente a cualquier intento de modelizar el mundo real, si bien es cierto que los impactos originados por LUC de los biocombustibles no son nulos. Por lo tanto, se recomienda utilizar los factores de emisión de ILUC para evaluar el cumplimiento de los criterios de sostenibilidad de la RED una vez se haya definido un nivel aceptable de incertidumbre. A pesar de la dificultad de predecir los efectos indirectos debido a su alcance mundial, el análisis de las interacciones en los mercados internacionales es indispensable. Los modelos de EGC como GTAP constituyen una valiosa herramienta para los responsables políticos, aunque la regulación del ILUC siga representando un desafío en el área de la bioenergía.

La necesidad de considerar los efectos del LUC en la definición de políticas futuras en materia de biocombustibles no es pasajera. Las proyecciones apuntan a una dependencia sustancial de aquellos biocarburantes que causen pequeños cambios en las reservas de carbono de los ecosistemas para cumplir con los objetivos climáticos. Es de esperar que la metodología de ACV siga desempeñando un papel fundamental en la estimación de las emisiones de LUC directo, en cumplimiento con los criterios de sostenibilidad de la RED. Sin embargo, las estimaciones difieren notablemente en función de la materia prima, la región geográfica y supuestos metodológicos, lo cual condiciona los beneficios de GEI atribuidos a los biocombustibles, sujetos por lo tanto a gran incertidumbre. Por otro lado, se considera que el ILUC puede ser aún más importante que el LUC directo y la misma propuesta de la CE sobre ILUC estimula la aplicación de diferentes metodologías con el fin de interpretar la incertidumbre asociada. La presente tesis está motivada por las recientes demandas en el ámbito normativo de los biocombustibles. Las metodologías aplicadas tienen como objetivo proporcionar nueva información sobre los impactos ambientales del biodiesel en el contexto español, lo que pone de relieve la necesidad de definir un nivel aceptable de incertidumbre para los factores de emisión de CO2. Se han incorporado conceptos económicos para un análisis más completo de las consecuencias ambientales de distintas decisiones normativas que afectan al mercado del biodiesel. El perfeccionamiento de los modelos económicos que sirven para pronosticar el ILUC se presenta como una oportunidad para proporcionar estimaciones más robustas. El uso de una u otra metodología depende del objetivo y el alcance de estudio; lo ideal es aplicarlas de forma complementaria para una mayor comprensión del fenómeno global de la bioenergía, contribuyendo a una mayor solidez en los resultados de GEI. Reducir la incertidumbre en las estimaciones de ILUC y LUC directo es fundamental para asegurar la aplicabilidad de las políticas de biocombustibles en el futuro.
